
 
 

 
Recomendación al Ayuntamiento de Santiago de Compostela sobre garantías 
procedimentales ante reclamaciones en procesos de selección. 
 
 

 
 

Santiago de Compostela, 27 de septiembre de 2018 
 

Sr. alcalde: 

En esta institución se inició expediente de queja como consecuencia del escrito de Dª. 
………………., relativo al desarrollo del proceso selectivo para la contratación de un/una 
director/a gerente para Información y Comunicación Local S.A. 
 

ANTECEDENTES 

 
1. En su escrito, la interesada denunciaba la existencia de irregularidades tanto de forma 
como de fondo en el desarrollo del procedimiento llevado a cabo para cubrir el puesto de 
gerente de INCOLSA. Por una parte, alegaba la reclamante que no se había tomado en 
consideración determinados méritos, y por otra, hacía hincapié en la existencia de 
indefensión ante las reclamaciones presentadas, dado que no se obtuvo respuesta en 
tiempo y forma y el procedimiento de resolución del correspondiente recurso no se tramitó 
acorde a la normativa de aplicación. 

2. El Ayuntamiento de Santiago de Compostela remitió a esta defensoría un primer informe 
que incluía una serie de consideraciones acerca de las acciones realizadas en el proceso 
objeto de controversia. Tras el análisis de las mismas, y las alegaciones posteriores 
interpuestas por la interesada, entendimos necesario requerir información complementaria, 
obteniendo un segundo informe elaborado por la secretaría del tribunal calificador. 
 
Una vez realizado el estudio de toda la documentación obrante en el expediente, y a medida 
que fuimos avanzando en la investigación objeto de esta queja, apreciamos la existencia de 
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ciertas anomalías en el desarrollo de este proceso selectivo, en concreto, en el tratamiento 
de las reclamaciones presentadas por la interesada.  

Así, como mencionamos ya en escritos anteriores, la interesada instó al tribunal justificación 
motivada de su exclusión a la segunda fase del procedimiento, sin obtener respuesta 
expresa, constando en los informes recibidos, al hilo de esta cuestión, que las actas fueron 
publicadas días posteriores a la celebración de la reunión de 8 de junio (en la que se 
resolvieron las alegaciones al listado provisional dando por concluida la 1ª fase).    

El segundo problema, se refiere a la tramitación formal del recurso de alzada, pues en el 
Orden del día del Consejo de Administración de INCOLSA no constaba esta cuestión, ni 
quedaba acreditada la remisión previa de la reclamación a este órgano, como superior 
jerárquico competente para resolverlo. 
 
Por último, la interesada también puntualizaba ciertos aspectos de la valoración de los 
méritos presentados, por una parte, los referidos a la puntuación de su experiencia laboral 
como directiva, y por otra, la valoración del Diploma de Estudios Avanzados (DEA).  
 
La necesidad de complementar la documentación sobre tales aspectos, que no constaron, a 
nuestro entender, suficientemente motivados, determinó la continuidad de nuestra 
investigación. 
 
3. En respuesta a la última solicitud de documentación, el Ayuntamiento de Santiago remitió 
copia de la totalidad del expediente, incluyendo las observaciones realizadas por el 
Presidente del Tribunal Calificador del proceso selectivo cuestionado, (y Secretario, su vez, 
del Consejo de Administración de INCOLSA), en el que expresa lo que a continuación le 
trasladamos de manera literal: 
 

“En primer lugar, y por lo que se refiere al plazo de la contestación del Tribunal a la 
reclamación de la interesada, considero que el período de diez días hábiles transcurridos 
desde el día 8 de junio, fecha de la reunión del tribunal, hasta el día 22 de junio, fecha de 
publicación de las actas, no comporta nada especial como no sea evidenciar que la 
Administración actuó con diligencia. 

En segundo término, estimo que podría existir alguna confusión en las fechas que maneja la 
oficina del Valedor, pues el día 8 de junio se reunió el Tribunal desestimando las 
reclamaciones de la interesada, en tanto que el día 8 de julio, se celebró el Consejo de 
Administración de INCOLSA que conoció del recurso de alzada formulado por la candidata. 

Conviene recordar que la interesada, con ocasión de la elaboración de la convocatoria y 
documentación del Consejo que habría de nombrar la nueva Gerente -actividad en la que 



participó pues en aquel tiempo ejercía como Gerente en funciones de la Empresa-, entregó al 
contado a la Sra. Concejal-Delegada de Turismo (miembro del Consejo de Administración de 
INCOLSA) el escrito de reclamación. Por ello y como antes de proceder a la designación se 
debería necesariamente resolver sobre la reclamación, se introdujo esta cuestión en la sesión, 
aunque no había figurado previamente en el Orden del Día. Es decir, estando todos los 
miembros presentes y previo debate, se adoptó la decisión oportuna sobre dicho recurso o 
reclamación, que tiene carácter de alzada, al margen de cualquier otra denominación. 

Con todo respeto, considero poco fundada la afirmación de parte, de que los otros consejeros 
no tuvieron conocimiento del asunto. La interesada como es obvio no estaba presente, pero 
además en una larga sesión, ocupada prácticamente por este asunto, hubo tiempo de sobra 
para que todos los asistentes quedaran debidamente informados, además de que creo 
recordar que se les facilitó copia del escrito (esto último dicho con reservas, pues no poseo 
tanta memoria), pues era la práctica habitual. 

Todos los datos del expediente a efectos de la función revisora del Consejo estaban sobre la 
mesa, se contestó en el plazo de 10 días, y tan solo recordar que según el modesto criterio de 
este exfuncionario, la Jurisprudencia consolidada limita la revisión a errores o defectos 
invalidantes del procedimiento, sin que quepa sustituir las funciones de Tribunal, que llevaría 
en cualquiera proceso competitivo a revisar todos los expedientes y no solo el de la 
interesada. 

Por último, en relación a una presunta incongruencia sobre porqué los méritos de la 
experiencia que valieron como requisito para la preselección y luego no fueron valorados 
como mérito, debemos destacar el carácter independiente del Tribunal. Es cierto que la 
Administración hizo una primera "criba" para facilitar una razonable selección de acuerdo con 
las bases, pero ello no minusvalora la labor de valoración. En definitiva, las funciones de 
ambos órganos son distintas y no se produjo incongruencia alguna por parte de la valoración 
del Tribunal y, que la propia Administración haya cometido algún error por pasar algún 
curriculum de más no tiene trascendencia alguna para la controversia que se dirime.” 

 
ANÁLISIS 

 
Por parte de esta Institución, una vez estudiadas y analizadas las alegaciones de una y otra 
parte, consideramos que son varios los puntos que deben ser objeto de reflexión, aunque 
todos ellos, sin duda, se encuentran incardinados entre sí:  

1. Consideraciones sobre la discrecionalidad técnica de los tribunales calificadores y análisis 
de la baremación conseguida por la interesada: 



La discrecionalidad técnica de los órganos calificadores de oposiciones y concurso-
oposiciones, presume la imparcialidad de sus componentes, la especialización de sus 
conocimientos y la intervención directa en las pruebas realizadas. En esa doctrina se 
reconoce que, en su función evaluadora, los tribunales calificadores de procesos selectivos 
cuentan con un margen de apreciación y valoración que no puede ser sustituido por órganos 
externos, administrativos o judiciales (salvo que existiese desviación de poder, error o 
arbitrariedad). Esto significa que, en caso de que existan divergencias y opiniones técnicas 
enfrentadas entre expertos del específico sector de conocimiento de que se trate, pero sin 
que se revele un evidente e inequívoco error, los órganos externos se abstendrán de 
censurar los juicios técnicos de los tribunales selectivos. 

No obstante, reconocida esa libertad de apreciación tan amplia, la jurisprudencia declara 
seguidamente que de esa libertad no se deriva que las decisiones de los tribunales 
calificadores queden al margen de toda posibilidad de control, pues existen elementos que 
limitan esta regla de la discrecionalidad técnica.  Entre esos elementos de control, figuran, 
entre otros, el control de la motivación de las decisiones adoptadas conforme a lo que 
dispongan las bases de la convocatoria o el control de la racionalidad de esas decisiones, 
evitando que sean arbitrarias. Por todo esto, las decisiones de los tribunales calificadores 
sobre la corrección de los ejercicios de procesos selectivos, deben ser motivadas, basándolas 
en criterios legales o en la doctrina de autores reconocidos, premisas que deberían constar y 
motivar las contestaciones a las reclamaciones de los aspirantes que instaron la revisión de 
su ejercicio. La impugnación del criterio técnico del tribunal calificador no puede limitarse a 
revelar una simple opinión técnica diferente, sino que debe incorporar elementos que 
permitan al tribunal externo formar con total seguridad su convicción sobre el tipo de error 
cometido en la evaluación llevada a cabo por el órgano de selección. 

Dejamos constancia de lo anterior para poner de manifiesto el fundamento de nuestra 
intervención en las cuestiones sobre valoración de méritos, asunto que fue cuestionado en 
alguno de los informes remitidos por el Ayuntamiento a esta Valedoría. Los aspectos 
controvertidos, y que esta Institución consideró conveniente analizar, se concretan en la 
puntuación otorgada en el apartado de experiencia laboral como directiva, y por otra, la 
valoración del Diploma de Estudios Avanzados (DEA), considerando en ambos casos, 
correcta la decisión adoptada por el Tribunal calificador.   

En lo que atañe al DEA, consta en el expediente un certificado expedido por la Universidad 
de Santiago de Compostela, en el que se recoge el resumen de los créditos cursados en el 
programa de doctorado, con la especificación de las materias realizadas en el período de 
docencia. Sin embargo, no se recoge la superación del programa completo, dado que el 
apartado correspondiente al “Período de investigación” aparece como “No presentado”, lo 



que implica que no fueron conseguidos la totalidad de los créditos exigidos para obtener el 
título de doctorado. 

En cuanto a los puntos obtenidos por el desempeño de un puesto de dirección, consta que 
como requisito de acceso para participar en el proceso de selección se computaron 3 años 
de trabajo efectivo como técnico, y 2 años como directivo. En la documentación aportada 
relativa al curriculum de la candidata, se incluyen contratos laborales como técnico en el 
sector del turismo, consiguiendo la máxima puntuación (5 puntos). Lo que el tribunal 
interpreta, atendiendo a lo dispuesto en las bases de la convocatoria, es que, como técnico 
de INCOLSA realizó tareas directivas cuando, a raíz de la firma de un convenio específico 
para el desarrollo de la Gestión Compartida de la Promoción Turística Conjunta con el Grupo 
de 16 Ayuntamientos del área de Santiago, se le encomendaron labores concretas y expresas 
de coordinación/dirección. Entendemos que, precisamente, tal encargo permite el 
cumplimiento del requisito de 2 años exigido en las bases de la convocatoria para el puesto 
de Gerente de INCOLSA . La posterior baremación como mérito en el apartado de 
Experiencia profesional exigiría la contratación específica en tal categoría. 

Llegados a este punto, debemos, por tanto, manifestar nuestra conformidad con el resultado 
final de la baremación formulada por el Tribunal calificador. Las pertinentes explicaciones de 
los motivos que llevan a otorgar esa determinada baremación quedan detalladas, en este 
caso, en el acta nº 3 del Tribunal calificador, que recoge lo resuelto en la reunión de este 
órgano celebrada el miércoles 8 de junio de 2016. Así, no se aprecia error o falta de 
motivación suficiente por parte del órgano competente que suponga algún tipo de 
arbitrariedad. 

2. Respuesta a las diversas reclamaciones presentadas por la interesada durante el proceso: 

Resulta obvio recordar que los procesos selectivos deben garantizar escrupulosamente la 
opción de los participantes a presentar una reclamación ante el Tribunal calificador por estar 
en desacuerdo con la puntuación conseguida en el proceso. La propia base 10ª de la 
convocatoria aquí cuestionada, concede un plazo de tres días hábiles para posibles 
reclamaciones, y la posterior publicación de la relación definitiva de aspirantes que pueden 
acceder a la segunda fase.  

En consecuencia, resulta evidente que, si se reconoce el derecho a realizar alegaciones y a 
que estas sean analizadas por el órgano pertinente, este debe tener un contenido concreto y 
ejercitable. En conclusión, el aspirante debe conocer los motivos concretos por los que se le 
tiene asignada la puntuación que consta en el listado de calificaciones (provisionales o 
definitivas).  



Y aquí consideramos que resulta importante facilitar eficaz y ágilmente esta información a 
aquellos aspirantes que mostraron su desacuerdo. En este caso, no llega a definir el 
Ayuntamiento de Santiago en qué momento se publicaron las actas en las que se justifica y 
motiva la puntuación conseguida por quienes reclamaron una revisión de la misma. Parece 
que, finalmente, esta publicación se produjo el día 22 de junio, cuando la reunión para su 
valoración se produjo el día 8 de ese mes y la publicación del listado definitivo fue subida a la 
web el día siguiente (9 de junio). Dado que las consideraciones sobre la totalidad de las 
reclamaciones, y la resolución definitiva sobre las mismas fue ya adoptada el día 8, no 
resulta adecuado no publicar conjuntamente el listado y la copia del acta, evitando 
reiteraciones, indefensión y frustración de aquellos disconformes con el resultado final 
publicado (más si, como en el caso de la autora de la queja, supone la exclusión del proceso). 

La resolución expresa de las solicitudes forma parte del sistema de garantías de los 
ciudadanos frente a la actuación de la Administración, mediante la que da a conocer la 
motivación del acto. Cierto es que, en los procesos de selección, la normativa sobre régimen 
jurídico de las administraciones públicas permite que esta resolución se publicite, en 
sustitución del trámite de notificación. Y es justamente la publicidad de las actas, en tiempo 
y forma adecuados, el acto que permite cumplir con las garantías antedichas. Por tanto, la 
Administración debe ser cuidadosa y exquisita con este tipo de actuaciones, pues de otra 
forma se aprecia mala praxis administrativa. 

3. Tramitación del recurso de alzada presentado por la autora de la queja: 

La Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
regula con detalle la tramitación del recurso de alzada, procedimiento por el que se traslada 
y somete al criterio del superior jerárquico del órgano que dictó el acto, la resolución que se 
recurre. La LPACAP es muy clara en lo que atañe a las normas formales que deben adoptarse 
en la tramitación de este recurso, estableciendo que “si el recurso se había interpuesto ante 
el órgano que dictó el acto impugnado, este deberá remitirlo al competente en el plazo de 
diez días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente", añadiendo 
que "el titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del 
cumplimiento de lo previsto en el párrafo anterior”. 

Tras el estudio de la totalidad de la documentación obrante en este expediente, no hay 
constancia efectiva de la realización efectiva del trámite mencionado, al no tenerse aportado 
acreditación alguna de su cumplimiento. De hecho, en la propia acta de la sesión del Consejo 
de Administración de INCOLSA celebrada el día 8 de julio, no constaba previamente en el 
Orden del día la valoración del recurso presentado por la autora de la queja, recogiéndose 
además que tal recurso “se incorpora a la presente sesión por iniciativa de la Sra. Gerente en 
funciones (...)”. El propio presidente del Tribunal calificador, y, a su vez, Secretario del 



Consejo, confirma estas circunstancias en el último informe remitido desde el Ayuntamiento, 
añadiendo que “hubo tiempo suficiente para que todos los asistentes quedaran 
debidamente informados, además de que creo recordar que se les facilitó copia del escrito 
(esto último dicho con reservas, pues no poseo tanta memoria)”. 

Independientemente de las opiniones vertidas por el presidente del Tribunal acerca del 
correcto actuar del órgano calificador o de la discrecionalidad técnica de los tribunales de 
procesos selectivos, lo cierto es que la tramitación de un recurso de alzada exige el riguroso 
cumplimiento de los trámites formales establecidos por la normativa de aplicación, que es lo 
que aquí ahora estamos cuestionando. Admitido a trámite el recurso de alzada, será el 
órgano jerárquico superior quien ratifique o repruebe las actuaciones del órgano inferior. 
Esta configuración de nuestro sistema de recursos permite a los administrados disfrutar de 
unas garantías de defensa fundamentales posibilitándoles a los interesados un medio legal 
de revisión frente a un acto que consideran perjudicial.  

Cuando se produce una falta en la tramitación formal de un procedimiento, se produce, en 
principio, una posible indefensión para el interesado. Ese incumplimiento formal puede dar 
lugar únicamente a una mera irregularidad no invalidante ya que, por tratarse de una simple 
infracción de tipo formal y no material, puede no haberse producido una indefensión real. 
Pero, en términos generales, hay que recordar que, en el ámbito de los procedimientos 
administrativos, la infracción de normas procedimentales puede dar lugar a la nulidad de 
pleno derecho o la anulabilidad, pero tales situaciones no son provocadas por cualquier 
irregularidad formal, sino que debe haberse prescindido de los requisitos indispensables 
para alcanzar el fin o que se haya producido indefensión real del interesado.  

En este caso concreto, parece que los miembros del Consejo de Administración de INCOLSA 
realizaron el examen y estudio del recurso en la sesión de 8 de julio, valorando las 
alegaciones de la interesada y recibiendo las explicaciones de lo realizado en la fase del 
proceso de selección, con las motivaciones pertinentes sobre la baremación alcanzada por la 
recurrente. Entendemos que no existió una indefensión real, corroborada por el hecho de 
que, a nuestro entender, tampoco apreciamos incorrección en la puntuación conseguida. 

Pero, dicho lo anterior, no cabe duda que la falta de seguimiento riguroso de los trámites 
administrativos, genera desconfianza en el administrado, se vulneren de manera efectiva o 
no sus derechos. Desde luego, las garantías formales de los procedimientos se establecen 
con una finalidad clara de defensa de los intereses legítimos de las partes en conflicto, en 
este caso, del administrado frente a la Administración Pública. La infracción formal, aunque 
esta sea de reducida magnitud o entidad, que no haga susceptible de anulación el acto en sí, 
o que no suponga variación alguna en el resultado final, no deja de suponer una mala praxis 
administrativa que debe ser erradicada. 



CONCLUSIONES 

Por todo lo indicado anteriormente, se considera necesario, en aplicación de lo dispuesto en 
el artículo 32.1 de la Ley 6/1984, de 5 de junio, del Valedor do Pobo, hacerle llegar al 
Ayuntamiento de Santiago de Compostela la siguiente Recomendación: 

Que se adopten las medidas oportunas para respetar, de manera completa y eficaz, las 
garantías formales en la tramitación de cualquier reclamación administrativa en los procesos 
de selección a la función pública. En este caso concreto, se debe publicar junto con los 
listados definitivos las actas que recogen la resolución motivada sobre las alegaciones 
presentadas, así como dar debido traslado a los órganos superiores en tiempo y forma de los 
recursos de alzada recibidos.  

Agradeciendo de antemano la acogida a lo manifestado en esta resolución del Valedor do 
Pobo, le recordamos la necesidad de que, en el plazo de un mes, dé cuenta a esta institución 
de la aceptación de la recomendación formulada, en su caso, y de las medidas adoptadas 
para darle efectividad, también en su caso. 

Además, le hacemos saber que, en aplicación del principio de transparencia, a partir de la 
semana siguiente a la fecha en la que se dictó la presente resolución, esta se incluirá en la 
página web de la institución. 

Lo saluda atentamente 
 
 
 
Milagros María Otero Parga 
Valedora do Pobo 
 


